En la ciudad de Mar del Plata, a los 12 días del mes de julio del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa A-2649-MP0 “VELASCO SONIA GLADYS s. AMPARO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Mora, Sardo y Riccitelli, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Garantías N° 5 del Departamento Judicial Mar del Plata, con fecha 15-06-2011, rechazó in limine litis la acción de amparo promovida por la Sra. Sonia Gladys Velasco tendiente a hacer cesar los efectos de la Ordenanza N° 20.362 dictada por el Honorable Concejo Deliberante del Partido de General Pueyrredon, la que tachó de arbitraria e irrazonable, solicitando se declare su inconstitucionalidad e inaplicabilidad. Asimismo, impuso las costas del proceso a la accionante [v. fs. 49/53].

II. La parte actora con fecha 17-06-2011 [v. fs. 55/58], se alzó contra dicho pronunciamiento, mediante recurso de apelación interpuesto y fundado por el doctor Diego Fernando Demolis en nombre y representación de la Sra. Sonia Gladys Velasco (art. 48 del C.P.C.C.), el que fue concedido por el a quo, disponiendo la elevación de los autos a esta Alzada [v. fs. 59].

III. Recibidas las actuaciones en este Tribunal [v. fs. 59 vta.] y puestos los Autos al Acuerdo para Sentencia [v. fs. 60], corresponde plantear la siguiente:

CUESTION

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la parte actora?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I.1. Al exponer las razones que lo llevaron a rechazar in limine litis la acción de amparo promovida por la Sra. Sonia Gladys Velasco, el magistrado de la instancia observó que la demandante no dio cumplimiento a uno de los recaudos de admisibilidad de la acción de amparo, cual es la carga procesal de acreditar la inexistencia de vías judiciales más idóneas a la intentada, como forma de enervar el carácter subsidiario del camino procesal excepcional elegido.
Luego de reseñar sucintamente el marco normativo aplicable y de referirse a la jurisprudencia imperante en la materia sostuvo que, con independencia de la cuestión de fondo, resultaba evidente que existen vías ordinarias de impugnación –administrativas o judiciales- y que, además, resultaba carga concreta de la peticionante acreditar que tales vías ordinarias no revestían en el caso suficiente idoneidad como para tutelar los derechos que aduce amenazados o conculcados.

Agregó a lo expresado que la sola premura no justifica la interposición del remedio constitucional, desde que ello importaría confundirlo con una medida cautelar, que bien puede ser peticionada en el marco de cualquier acción ordinaria.

Destacó que en el sub lite se pretende, por vía de la declaración de inconstitucionalidad de la Ordenanza 20.362, la inaplicabilidad de disposiciones que emanan de los poderes locales. De allí que –sostuvo- se vislumbra la existencia de un caso contencioso administrativo que, en su opinión y atento lo normado por los arts. 1 y 2 inc. 1° primera parte del C.P.C.A., resulta competencia de ese fuero.

En el mismo sentido, dedujo que de los términos en que se articuló la presentación inicial, la pretensión incoada persigue el restablecimiento o reconocimiento del derecho o interés tutelados, lo que se halla expresamente regulado en el art. 12 inc. 2° del código de rito contencioso administrativo como uno de los supuestos que debiera provocar la intervención del fuero especializado.
Por lo expuesto, manifestó que se verifica en el presente la existencia de una vía judicial alternativa a la seleccionada, dotada de un proceso específico ante un concreto órgano jurisdiccional competente, que desplaza la operatividad subsidiaria y residual de la vía constitucional intentada, que aparece como igualmente apta para la salvaguarda de los derechos que se dicen vulnerados y que admite –ante la eventual premura del caso- la articulación de las medidas precautorias que correspondan.

En otro orden de ideas, si bien no fue objeto del reclamo judicial intentado por la accionante, puso de relieve la existencia del procedimiento especial regulado en el art. 76 del C.P.C.A., que –a su modo de ver- bien podría haber satisfecho los intereses cuya tutela jurisdiccional se pretende y que se muestra más ajustado a la precariedad probatoria con que se incoara la presente acción.

En virtud de los argumentos desarrollados precedentemente, entendió que no correspondía brindar tratamiento a la medida cautelar peticionada en el escrito de inicio.

En lo relativo a la costas del proceso, al no encontrar motivos que le permitieran apartarse del principio general contemplado en el art. 19 de la ley 13.928, las impuso a cargo de la accionante en su calidad de vencida.

2. La recurrente se agravia del pronunciamiento de grado señalando, en primer término, que importa un juicio prematuro y superficial en el marco de los derechos constitucionales conculcados y que trae aparejado un grave detrimento al principio de celeridad procesal y al buen servicio de justicia.

Aduce que el magistrado de grado omitió considerar que la modificación introducida al art. 12 inc. 1° del C.P.C.A. por la ley 13.101 suprimió la posibilidad de impugnar en forma directa las ordenanzas municipales, agregando que, con la acción de amparo, se persigue una pretensión impugnatoria directa que responda a la premura del caso, intentando evitar los graves e irreparables perjuicios que la aplicación de la norma atacada proyecta como consecuencia del cese inmediato de actividades que dispone la Ordenanza impugnada.
Opina que el fallo en crisis afecta la tutela judicial continua y efectiva y el acceso irrestricto a la justicia y que, en el presente caso, la única vía posible es la judicial, en tanto que la vía administrativa “… no existe…”, al encontrarse cuestionada la legitimidad de una Ordenanza que afecta múltiples garantías constitucionales y que prima facie aparece como inconstitucional.
Explica las razones por las que entiende que no resulta factible recurrir al proceso sumario de ilegitimidad (art. 67 del C.P.C.A.) o al amparo por mora (art. 76 del C.P.C.A.), resaltando como desacertado el criterio interpretativo del juzgador de la instancia que, en su opinión, colisiona con los claros términos de la ley 13.928.
Destaca que del análisis de las constancias de la causa surge que su parte sufre un daño irreparable, cierto, real, efectivo y actual y que la única vía judicial apta e idónea para el adecuado resguardo de las garantías constitucionales afectadas, por la premura y urgencia que derivan del cese de las actividades dispuesto por el Municipio, resulta ser la de la acción de amparo.

Manifiesta que el obrar intempestivo de la Comuna restringe y lesiona derechos adquiridos y, a su vez, avasalla diversos derechos constitucionales, poniendo de relieve que el objeto de la acción de amparo impetrada radica en impedir los efectos que se derivan del acto de la autoridad pública, arbitrario e manifiestamente ilegal, y que lesiona en forma actual e irreparable sus derechos constitucionales.

Postula que el amparo es la vía adecuada para resguardar los derechos constitucionales protegidos, apareciendo insoslayable el perjuicio real y actual que deriva de la Ordenanza, destacando que una eventual sentencia favorable en cualquier tipo de proceso no retrotraerá los daños ya sufridos, lo que impone con carácter urgente la intervención de la justicia, mediante la acción de amparo.

Por lo expuesto, solicita se revoque el fallo recurrido.

II. Estimo que el recurso no puede prosperar.
1. La actora (Sonia Gladys Velasco), quien aduce ser la titular de una explotación comercial destinada a la venta minorista de artículos de marroquinería y accesorios de moda en el local ubicado en calle 12 de Octubre N° 3399 (esquina calle Acha) de la ciudad de Mar del Plata, promovió acción de amparo con el fin de que se declare la inconstitucionalidad e inaplicabilidad de la Ordenanza Municipal N° 20.362, sancionada con fecha 12-05-2011 y promulgada el 20-05-2011 (Decreto N° 1170), por entender que lesiona en forma directa, arbitraria, manifiesta y palmaria sus derechos constitucionales de trabajar y ejercer el comercio libremente (art. 14 Constitución Nacional), de propiedad (art. 17 C.N.) y de igualdad (art. 16 C.N.), como así también los principios de legalidad, debido proceso y razonabilidad, entre otros [v. escrito de demanda, fs. 7/25].
Tal pretensión fue repulsada liminarmente por el magistrado actuante, quien consideró que la accionante no había demostrado que la vía ordinaria prevista resultara inapropiada para obtener el resultado perseguido, o que -en su caso- el tránsito por ella pudiera irrogarle un perjuicio de irreversible tenor. Observó –además- que, atento los términos en que fuera planteada la demanda, se lograba vislumbrar la existencia de un caso contencioso administrativo que bien podía ser canalizado mediante la pretensión contenida en el art. 12 inc. 2° del C.P.C.A. y que -a su vez- admite la articulación de medidas precautorias; remarcando –finalmente- que existe un procedimiento especial, regulado en el art. 76 del C.P.C.A., que luce más acorde a la precariedad probatoria con que fuera incoada la presente acción [v. res. de fs.49/53].
2. Descriptos brevemente los antecedentes del caso, cuadra señalar que el artículo 20 inc. 2° de nuestro texto constitucional local instituye, en lo que aquí interesa, que la acción de amparo procederá siempre que no pudieran utilizarse, por la naturaleza del caso, los remedios ordinarios sin daño grave o irreparable (ver en análogo sentido art. 1° de la ley 13.928).

De esta norma se desprende que quien desee acudir al sendero constitucional, debe saber que sobre él reposa la ineludible carga de precisar y probar que, para el particular planteo incoado, los restantes carriles procesales diseñados por el legislador local no constituyen remedios idóneos y eficaces para la debida tutela de sus derechos (cfr. doct. esta Cámara causas A-416-MP0 “Ledesma”, sent. del 17-IV-2008; A-350-DO0 Bavaro”, sent. de 22-V-2008; A-581-MP0 “Asoc. Civil de Jubilados y Pens.”, sent. del 12-VI-2008; A-1298-MP0 “Kohnen”, sent. del 19-III-2009; A-1305-MP0 “Machi”, sent. de 23-IV-2009), habida cuenta de que la acción de amparo no puede ser concebida como una vía apta para la solución de todos los problemas, subsumiendo las vías procesales en sólo una, cuando la Constitución y las leyes marcan la existencia de distintos derroteros (arg. doct. esta Cámara causas A-697-MP0 “Molina”, sent. del 19-VIII-2008; A-1326-MPO “Friagro”, sent. de 8-V-2009; A-1619-MP0 “Industrias Marpasa S.A.”, sent. del 30-XII-2009; A-1856-BB0 “Acuña”, sent. del 08-VI-2010; A-1912-MP0 “Villar”, sent. del 15-VII-2010).

Bien entendido que tal imperativo debe cumplirse en oportunidad de iniciarse la acción con el fin de que el primer magistrado aprecie las fundamentaciones blandidas y considere su suficiencia (arg. doct. S.C.B.A. causa B. 63.788 “Llusá”, sent. de 21-V-2003), estando habilitado para repulsar sin más –incluso- aquellas presentaciones en las que el interesado no haga mérito de la configuración del mentado requisito de admisibilidad (arg. arts. 1, 8 y ccds. de la ley 13.928, texto según ley 14.192), desde que tal falencia mal podría ser suplida o corregida íntegramente por la labor del órgano judicial (arg. doct. esta Cámara causa A-294-DO0 “Defilipi”, sent. del 25-VII-2008).

Es que el propio art. 6 inc. 4° de la ley 13.928 (modif. por ley 14.192) exige que la demanda de amparo contenga una relación circunstanciada, es decir con todos los detalles, sin omitir ninguna particularidad y enunciando todas las características y avatares del caso planteado (en lo que aquí interesa, justificación acabada y suficiente de la vía intentada), de los hechos, actos u omisiones que hayan producido o se encuentren en vía de producir la lesión del derecho del amparista, erigiéndose así en una verdadera carga que reside en cabeza del sujeto promotor y que contribuye a dotar de claridad y exactitud a la pretensión deducida, estableciendo la materia del proceso y delimitando la función propia que compete a la judicatura (arg. doct. esta Cámara causa A-1105-MP0 “García”, sent. de 11-XII-2008; A-1856-BB0 “Acuña”, citada).

3. Siguiendo los lineamientos trazados, advierto que la apelante, en su escrito liminar, justificó la idoneidad de la vía del amparo aduciendo la “… Imposibilidad de utilizar otra vía judicial o administrativa eficaz e inexistencia de remedio judicial más idóneo, expedito y rápido, que, garantizando una decisión oportuna de jurisdicción, impida que se cercene imperativamente un derecho inherente a esta parte, amparado por la Constitución Nacional…” [v. capítulo II inc. “d)” de la presentación liminar, fs. 8].

A partir de tal exposición bien podrá colegirse que, con tales genéricas manifestaciones, la reclamante no dio cabal cumplimiento a la prescripción contenida en el art. 2 de la ley 13.928, por cuanto no demostró la imposibilidad de utilizar –en el caso- los remedios ordinarios sin daño grave e irreparable.

Al limitarse a enunciar –en abstracto- que no existe otro proceso paralelo más idóneo que el amparo, omitió desacreditar –reitero, para su caso- las “otras vías” a las que alude el precepto y demostrar que su utilización pudiera irrogarle algún perjuicio de tipo grave o irreparable (art. 20, ap. 2, 2º párrafo, Const. prov.; argto. doct. S.C.B.A. causa B. 66.035 “Soria”, sent. del 19-VII-2006; doct. esta Cámara causa A-1821-BB0 “Pascuare”, sent. de 6-IV-2010; A-1856-BB0 “Acuña” y A-1912-MP0 “Villar”, citadas).
4. No obstante lo expuesto, y para mayor satisfacción, he de destacar que los argumentos esgrimidos por la actora en la instancia recursiva –con el propósito de demostrar la idoneidad del amparo-, a más de constituir el fruto de una reflexión tardía, elemento inhábil para sustentar su recurso de apelación (arg. doct. C.S.J.N. Fallos 306:111; 307:770; 311:2247; 321:1052; doct. esta Cámara causas A-1744-BB0 “Munafo”, sent. del 30-III-2010; A-1839-BB0 “Astradas”, citada), resultarían igualmente ineficaces para conmover lo decidido en el grado inicial.

Por cierto, se equivoca la recurrente cuando sostiene que no resulta posible canalizar su pretensión a través de una acción contencioso administrativa, desde que –según agrega- el proceso elegido es el único que puede evitar la invocada vulneración de sus derechos, antes de que la Ordenanza impugnada sea efectivamente aplicada [v. fs. 55 vta./56].
Aunque en la causa A-318-AZ0 “Transportadora de Caudales Juncadella S.A.” (sent. del 03-II-2009) esta Alzada ha admitido el amparo como carril procesal residual para canalizar la impugnación de una Ordenanza municipal cuando ésta resultaba cuestionada en forma directa y preventiva (con anterioridad a la emisión del acto administrativo de aplicación), lo cierto es que en dicho precedente la exclusión de las restantes vías (vgr. acción originaria ante la Suprema Corte de Justicia y acción contencioso administrativa) tuvo su razón de ser en que –a diferencia de lo ocurre en la especie- lo que se procuraba allí controvertir era la validez de una disposición reglamentaria de contenido normativo (que, por ello, descartaba la utilización de la vía ordinaria contencioso administrativa) que, a la vez no admitía la promoción de la acción originaria de inconstitucionalidad al haber sido cuestionada por entenderla incompatible con normas legales y reglamentarias del ámbito federal.

Estas circunstancias no se verifican en el sub examine, donde la ordenanza impugnada (N° 20.362) aparece desprovista de aquellas notas de generalidad, abstracción e impersonalidad asignables a las normas que de ordinario sanciona el Departamento Deliberativo en ejercicio de sus competencias (v. arts. 24 y ccdtes. de la Ley Orgánica de las Municipalidades), conteniendo –más allá de su ropaje- un mandato ejecutivo –por ende, no normativo- de alcance particular (cese de la habilitación de los locales comerciales), dirigido a un número fácilmente determinable de personas (los ubicados en el inmueble sito en las calles 12 de Octubre y Acha, donde se emplazara la denominada “Playa del Hincha”).

Así, allende su formal jaez, la disposición emanada del deliberativo local exhibe notable concreción y acotamiento personal por lo que su impugnación bien podía, ante las notas descriptas, ser dirimida ante la justicia en lo contencioso administrativo (conf. art. 166 Const. Pcial.; arg. arts. 1°, 2°, 12 incs. 1° y 2° y ccds. del C.P.C.A. –ley 12.008 y sus modif.-), ordenamiento que prevé una generosa gama de resortes procesales para enjuiciar el obrar de la comuna en el ejercicio de funciones administrativas, y que permite solicitar medidas cautelares (conf. art. 22 incisos 2° y 3° del C.P.C.A.), que constituirían, siempre y cuando se verifiquen los requisitos necesarios para su procedencia (art. 22 inc. 1° del cód. citado), un remedio eficaz y expedito para salvaguardar, mientras se sustancia el proceso, los derechos que denuncia conculcados en la demanda (arg. doct. esta Cámara causas A-1298-MP0 “Kohnen” y A-1856-BB0 “Acuña”, ya citadas; entre otras).

III. Por las razones dadas, he de proponer al Acuerdo desestimar el recurso de apelación traído a esta Alzada y confirmar –en consecuencia- el pronunciamiento de grado, toda vez que la actora ha soslayado el cumplimiento de uno de los recaudos centrales de admisibilidad del amparo (art. 20 inc. 2° Const. Provincial; arts. 2 inc. 1°, 6, 8 y ccds. de la ley 13.928, texto según ley 14.192). Las costas de esta Alzada deberían imponerse en el orden causado por no mediar contradicción (arts. 19 –a contrario- y 25 ley 13.928; 68 y ccs. del C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto por la negativa.

Los señores Jueces doctora Sardo y doctor Riccitelli, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Mora, votan la cuestión planteada por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Desestimar íntegramente el recurso de apelación incoado por la amparista a fs. 55/58, y confirmar –en consecuencia- el pronunciamiento de grado dictado a fs. 49/53 (conf. art. 20 inc. 2° Const. Pcial.; arts. 2 inc. 1°, 6, 8 y ccs. de la ley 13.928). Costas de esta instancia por su orden, al no mediar contradicción (arg. arts. 19 –a contrario- y 25 de la ley 13.928; 68 y ccs. del C.P.C.C.).

2. Difiérese la regulación de honorarios por los trabajos de Alzada para su oportunidad (art. 31 del Decreto ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y, fecho, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Roberto Daniel Mora - Adriana M. Sardo - Elio Horacio Riccitelli – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
